LA POLITICA EXTERIOR DE MEXICO
ANTE LA PROTECCION INTERNACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS '

-Lurs F.-GoNzALEZ-Souza *

No ‘obstante la ambigiiedad y laabstraccién inherentes al .concepto mismo
de derechos humanos, la importancia de éste tiende a crecer en:forma para-
lela“a los siguientes factores: el avance vertiginoso y ‘deshumanizante de la
ciencia'y la tectiologia, la proliferacién- de regimenes de: represién —ya sea
abierta o intangible—, la crecierite concientizacién tanto ‘de las condiciones
indigentes en que dos-tercios’ de-la humanidad sobrevive, como de la po-
sibilidad de su mejoramiento y, por dltimo, el consiguiente incremento:en
las posibilidades de una conflagracién nuclear

En consecuencia, no es de manera alguna sorprendente aprecxar el cre-
ciente nimero de organismos y de tratados internacionales sobre la materia,

* Profesor e investigador del Centro de Estudios Internacionales de El Coleglo de
México. .

1 En la actualidad casi todos los érganos principales de la onu cuentan con alguna
institucién ‘en” la ‘materia: el Comité (III) ‘de Asuntos Sociales,” Humanitarios y
Culturales; asi como otros- de caricter ad-hoc para tratar problemas como el apartheid
en Sudéfrica (Asamblea General); la Comisién de Derechos Humanos —quizi la
de mayor importancia—, la Comisién sobre la Situacién de la Mujer, el Comité
para la Eliminacién de'la Discriminacién Racial, etc. (Consejo Econémico y Social) ;
el Consejo para Namibia (Consejé de Administracién Fiduciaria).-Igualmente varias
de sus Agencias Especializadas tritan sobre el asunto: oIT, UNESCO; FAO y' OMS, prin-
cipalmente. -A-nivel regional destacan-las. Comisiones sobre Derechos Humanos. de .la
ceE y de la oEA, mientras que a nivel extraoficial: Amnistia Internacional, la Liga
Internacional para los Derechos del Hombre, la Sociedad contra la Esclavitud, la
Cruz Roja Internacional, etc. ;

En cuanto a instrumentos juridicos, destacan la propia Carta de las Naciones
Unidas (articulos 1, 13, 55, 56,.62 y 76), la Declaracién Universal de los Derechos
Humanos (1948), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos (1966) vy
el Pacto Internacional de Derechos Econdmicos, Sociales y Culturales (1966) ; a nivel
regional; la~ Convencién Europea sobre Derechos Humanos, (1950), la Carta  Social
Europa: (1961) ¥ la--Convencién Americana -de- Derechos. Humanos - (1969);- asi
como un vasto nimero de tratados sobre derechos humanos. especificos. A mayor
detalle, ver Evan Luard (ed.), The International Protection of Human Rights.
London: Thames & Hudson, 1967; Francis Vallat (ed). Human Rights. London:
Europa Publications, 1971.
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ni el hecho de que la defensa de los derechos humanos haya llegado a cons-
tituirse en la “columna vertebral” de la politica exterior de un pais como
los Estados Unidos.?

Mas aln, pensamos que la problemética sobre derechos humanos incide
con relevancia incluso en la politica exterior de paises como México; cuan- ~_
do menos en la medida en que su poder negociador resida en su prestigio o ./
poder moral frente al exterior; por ejemplo: respetuoso asiduo de las nor-
mas de derecho internacional o bien, defensor incuestionable de los dere-
chos elementales de las poblaciones marginadas.

Esto nos conduce a dos posibilidades bésicas de analisis del tema en cues-
tibn: (a) ¢Cuil ha sido la posicién de México frente al crecimiento y los
postulados del sistema internacional de derechos humanos? y (b) ¢En qué
medida la violacién de los derechos humanos en otros paises ha afectado sus
relaciones con México?

La estrecha relacién que existe entre el contenido detallado de los dere-
chos humanos y las dos concepciones ideolégicas que hoy parecen dividir
al mundo, nos permite afirmar que la segunda posibilidad de analisis que
hemos sefialado, sélo cobra relevancia en la politica exterior de aquellos
palses que se encuentran vitalmente comprometidos en tal confrontacién
ideolégica. Esta afirmacién se fortalece al considerar que un dictamen uni-
lateral sobre la violacién de derechos humanos en otro pais, todavia tiende
a concebirse como un atentado contra la soberania estatal. De modo que
s6lo paises decididos a ejercer influencia sobre otros han de permitir que la
violacién de derechos humanos en el exterior se constituya en una directriz
determinante de su politica exterior.

Con respecto a México, efectivamente son contados los casos en que la
violacién de derechos humanos en otros paises ha afectado en forma notable
su politica exterior: Espafia, Chile, Sudafrica y quiz4 Guatemala, en rela-
cién a Belice, asi como Israel con motivo —nebuloso— del “sionismo”.

La otra linea de analisis, en cambio, adem4s de permitir la formulacién
de proposiciones més sistemAaticas y coherentes, ofrece cuestiones relevantes.
Baste anticipar que México, a partir de la posguerra —y como lo intenta-
remos advertir en la parte inicial de este trabajo— ha desempefado un’
papel sobresaliente frente a la promocién internacional de los derechos hu-,
manos y, sin embargo, no se ha adherido a los convenios més relevantes en

2 Palabras del Secretario de Estado, Cyrus Vanee, durante su primera aparicién ofi-
cial ante el Congreso estadunidense, el 31 de marzo de 1977. En otro trabajo hemos
intentado discernir las motivaciones e implicaciones de la campafia de Carter sobre
derechos humanos, asi como sus vinculaciones con intereses “vitales”, repercusiones y
alcances: “Prioridades de la Politica Exterior Estadunidense.” Suplemento Especial
de Foro Internacional No. 68 (Abril-Junio de 1977). czr de El Colegio de México.
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la materia. Esta incongruencia —cuya explicacién intentaremos en la se-
gunda parte— parece menoscabar en forma seria la tradicién legalista que
tanto ha distinguido a la politica exterior de México, y en la que, suponemos,
reside en gran parte su poder negociador frente al exterior.

A su vez, la citada incongruencia nos llevarid a abordar una segunda in-
terrogante: si el gobierno no tiene interés alguno en ratificar tales con-
venios —debido, en principio, a la dificultad que el cumplir con todas sus
provisiones implica—, ;a qué obedece entonces su actuacién internacional
tan destacada en materia de derechos humanos?

La respuesta que intentaremos dar, también parece guardar una relacién
importante con la tradicién legalista que hemos mencionado. Por lo tanto,
esta tradicién serid objeto considerable de nuestra atencién.

En dltima instancia, esperamos que el planteamiento y desarrollo de las
cuestiones anteriores arroje cierta luz sobre la naturaleza y funciones que
—en cuanto a objetivos externos como internos— han venido caracterizando
a la politica exterior de México durante las Gltimas tres décadas, ‘as{ como
sobre dos de sus efectos primordiales, que si bien no han sido necesariamente
preconcebidos, pensamos que si han tenido un impacto irremediable: el apa-
ciguamiento de demandas y expectativas internas, asi como la alimentacién
de un énfasis exagerado en la coyuntura internacional como fuente princi-
pal del subdesarrollo, en detrimento de la relevancia que estructuras y pro-
cesos de caricter interno parecen exigir.

UNA ACLARACION CONCEPTUAL

Cuando se habla de violaciones a los derechos humanos, su asociacién con
ciertos delitos es inminente: tortura o arresto arbitrario. Es necesario aclarar
tal falacia.

Al tratarse cualquier tema sobre derechos humanos, es preciso hacer una
distincién inicial entre los derechos civiles y politicos —cominmente deno-
minados derechos individuales o tradicionales—— y los derechos econémicos,
sociales y culturales —derechos sociales o nuevos.

Ahora bien, los derechos individuales o tradicionales no sélo se refieren
a la proteccién de la integridad fisica (derecho a la vida y al trato humano;
por tanto, en contra de torturas) ni a la consagracién de la seguridad ju-
ridica (derecho al recurso judicial; contra detenciones arbitrarias), sino
también a libertades y a igualdades bésicas: libertad de expresién, de aso-
ciacién, de participacién politica, de circulacién, etc.; igualdad racial, sexual,
nacional, juridica, etc.?

3 A mayor detalle ver la Declaracién Universal de los Derechos Humanos o el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos.
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Por su parte, los derechos sociales o nuevos se refieren a necesidades ele-
mentales, y sin cuya satisfaccién —a nuestro parecer— los otros derechos
no cobran mayor sentido. Tales necesidades son: el derecho a la alimenta-
cién (contra el hambre), a la salud, a la educacién, a la vivienda y al
trabajo.*

Asi pues, las denominaciones derechos individuales o tradicionales y de-
rechos sociales o nuevos, parecen alimentar otra falacia: la distincién basica
entre ambos tipos de derechos se refiere a su aparicién cronoldgica en el
mundo de la academia; o bien, el respeto y la violacién de unos es indepen-
diente a la de los otros.

Al margen de que, si los conceptos de libertad y de igualdad prescinden de
calificaciones elementales —tales como real/formal; relativa/absoluta— no
gozan de gran significacién, es dificil concebir conceptos-valores como ta-
les, cuando sobre importantes sectores de la poblacién existen sendas restric-
ciones a su capacidad de consumo, a su nivel de salud, o bien, a su oportu-
nidad de aprendizaje.’

En consecuencia, a los derechos civiles y politicos los denominaremos de-
rechos condicionados en tanto que su actualizacién cabal depende de la sa-
tisfaccién previa de las necesidades elementales que ya hemos sefialado. A
los derechos econdmicos, sociales y culturales, a su vez, los denominaremos
derechos estructurales puesto que la posibilidad de su realizacién cabal
guarda una estrecha relacién con la estructura econdmica, politica y social
del conglomerado humano que los postule.

MEXICO Y LOS DERECHOS HUMANOS EN GENERAL

Aunque nunca expresada en forma sistemitica ni coherente, en las formula-

ciones de la politica exterior de México durante las (ltimas tres décadas,

se puede apreciar una valoracién importante y creciente de la proteccién
" internacional de los derechos humanos.

%+ A mayor detalle ver la citada Declaracién Universal y el Pacto Internacional
de Derechos Econémicos, Sociales y Culturales.

5 Opiniones semejantes tienden a generalizarse. Entre los tratadistas se diceé que
sin un minimo de justicia social, el concepto de derechos humanos no tiene sentido.
Humphrey Waldock, “The Legal Protection of Human Rights” en Vallat (ed.)
op. cit., p. 85. A su vez, desde la 6ptica del materialismo histérico se considera a
los derechos civiles y politicos como una etapa en el desarrollo de la libertad humana,
convertida hoy en obstidculo para las nuevas formas de libertad social. John Lewis,
Los Derechos del Hombre, p. 59, citado por Diego Uribe Vargas, Los Derechos
Humanos y el Sistema Interamericano. Madrid: Ediciones Cultura Hisp4nica, 1972,
p. 219.
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Desde luego, ni dicha valoracién, ni su comtn sustento sobre una tra-
dicién “liberal-revolucionaria”, son privativos del pasado reciente. Ya en La
Reforma se postula con claridad la preocupacién del gobierno mexicano
por cumplir con el imperativo germinador de la consagracién internacional
de los derechos humanos: la proteccién igualitaria de extranjeros y nacio-
nales.®

Por otra parte, es interesante observar la evolucién que, durante el perio-
do citado, ha sufrido la concepcién de los derechos humanos por parte del
gobierno mexicano. Mientras que en un principio tal concepcién se limitaba
al simple reconocimiento de la dignidad humana como un atributo perso-
nal de caracter indivisible,” en los dos Gltimos sexenios se ha llegado a con-
siderar que la debida salvaguarda de tales derechos constituye un requisito
indispensable para el establecimiento de una paz permanente, de alcance
universal.® Se ha llegado a sostener incluso, que “{l]a politica exterior de
México, como la interna, estin basadas en la fe inquebrantable que tenemos
en los valores morales del hombre”.®

En consonancia con las concepciones citadas, se ha dicho que la postura
sostenida por México en todos los foros internacionales se ha caracterizado
por un marcado interés en “acrecentar el respeto a la dignidad del hom-
bre”'® asi como por una tendencia invariable a denunciar y a condenar
cualesquiera “violaciones perpetradas en contra de los derechos de los pue-

6 Asi, Juarez afirma en su Informe del 8 de diciembre de 1867 que: ‘“‘[plractica-
mente se ha demostrado que por la ilustracién de nuestro pueblo, y por los principios
de nuestras instituciones liberales los extranjeros residentes en México... son consi-
derados con igualdad a los mexicanos, y disfrutan de los derechos y garantias storga-
das por las leyes”. Manuel Alcal4, Introduccién a Secretaria de Relaciones Exteriores
y Secretaria de la Presidencia. México a través de los Informes Presidenciales. (Tomo
III: La politica exterior.) México: Secretaria de la Presidencia, 1976, p. xxx.

7 Asi lo ilustra la enfitica declaracién del entonces Presidente Miguel Aleman:

“El pueblo mexicano y sus gobiernos han sentido siempre y en forma profunda la
dignidad humana como atributo con derecho propio de todos los individuos, de todas
las razas y de todas las creencias y origenes nacionales, sea cual fuere el grado de
adelanto material que hayan logrado.” Sexto Informe, 1952. Publicado en srE, op.
cit., p. 443.
" 8 Ya en 1969, Diaz Ordaz expresaba que “México comparte la conviccién de. ..
que la clave de la paz mundial ... estd en hallar férmulas capaces de satisfacer las
aspiraciones elementales de los pueblos a los que no ha llegado, sino de manera defi-
ciente, el beneficio que la asombrosa tecnologia contemporanea hace posible”. Quinto
Informe en srE, op. cit., pp. 510, 511, Por su parte, en su discurso de Toma de Po-
sesi6n, Luis Echeverria declaraba que “la paz que anhelamos, para ser equitativa y
perdurable, ha de fundarse en la lucha por la prosperidad de cada pueblo”. Id.,
p. 520.

Y 9 Adolfo Lépez Mateos, Tercer Informe, 1961. Id., p. 466.

10 Jbidem.
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blos y de los hombres”.* Con mayor detalle y elegancia, se ha afirmado que

. ..Meéxico ha asumido una actitud ejemplar... [SJu inquebrantable respeto
al derecho que todos los pueblos tienen a darse las normas que mejor le aco-
moden; su innata simpatia por los débiles y oprimidos; su ausencia absoluta
de prejuicios raciales; su aversién congénita a todas las injusticias; su acen-
drada devocién a las causas de la paz, y por encima de todo, su amor indo-
mable a la libertad, le han permitido ocupar su sitio de honor entre los paladi-
nes de estas causas.”” 12

Dicha postura también ofrece una relativa congruencia con la actuacién
y la participacién que México ha desempefiado en la escena internacional.
Ya con antelacién a la Conferencia de San Francisco, el gobierno de México
pugné por que a la Carta de las Naciones Unidas se anexara una declara-
cién internacional de derechos y deberes del hombre.* Asimismo, en la
Conferencia Interamericana sobre los Problemas de la Guerra y de la Paz
—celebrada en la ciudad de México,"* y mejor conocida como la “Confe-
rencia de Chapultepec”— México tuvo una activa participacién e influencia
sobre sus resultados. Entre éstos destacan: (a) la “Declaracién de México”,
en virtud de la cual se introduce un principio toral sobre el cual se habria
de fundar la futura comunidad internacional: el reconocimiento de que el
hombre, como individuo, es el sujeto primordial del derecho internacional ;*3
y (b) la Resolucién XL, que proclama la adhesién de los gobiernos parti-
cipantes a los principios del derecho internacional vigente en materia de
derechos humanos, encomienda al Comité Juridico Interamericano la ela-
boracién de una declaracién internacional sobre los derechos y deberes de
los individuos, y sugiere la creacién de una comisién consultiva al respecto.'®

Sin embargo, al poco tiempo se produce un viraje importante en el hasta
entonces decidido apoyo que el gobierno mexicano habia brindado al for-
talecimiento del derecho internacional humanitario. Bajo la férula de una
concepcién indivisible de la soberania —por demdas congruente con el cli-
ma de la época— el representante de México ante el Consejo Directivo
de la Unién Panamericana opiné que, no obstante que la evolucién de
la vida internacional tiende a reducir el ambito de la jurisdiccién interna
de los estados, en aquel entonces seria perjudicial violar tal jurisdiccién.?”
En consecuencia, se sugirié que se comenzara por precisar en una declara-

-

11 Luis Echeverria, Sexto Informe, 1976. srE, op. cit, p. 554.

12 Adolfo Ruiz Cortines, Primer Informe, 1953, Id., p. 446. .~

13 Miguel Alemén, Primer Informe, 1947. Id., p. 427. =

14 Del 21 de febrero al 8 de marzo.

15 Manuel Alcal4, Introduccién a sRrE, op. cit., p. XLIV,

16 Diego Uribe Vargas. Los Derechos Humanos y el Sistema Interamericano. Cul-
tura Hispanica: Madrid, 1972, p. 129.

17 Ver Avila Camacho, Sexto Informe, 1946. sRrE, op. cit., pp. 422, 423,



114 Luis F. GoNzALEZ-SouUzA FI XVIII—1

cién internacional, aquellos derechos del hombre que habrian de conside-
rarse como esenciales.’
{~ Aunque las motivaciones que inspiran tal viraje en la postura internacio-

Inal de México —entre las que destaca la explicable tendencia hacia la

i

i 'adopcién de una politica en defensa de la soberania nacional-—* nunca per-
“der4n toda vigencia, la duraci6én del giro prometia ser breve, M4s aéin cuan-
do el requisito que le daba fundamento quedaba subsanado con la adopcién
en 1948 de la Declaracién Universal de los Derechos Humanos.?°

En efecto, el regreso a una postura eminentemente promotora de la pro-
teccién internacional de los derechos humanos, ya se vislumbra en la activa
participacién que México tuvo durante la X Conferencia Interamericana
celebrada en Caracas, en 1954. En ella se aprobaron, entre otros, la Declara-
cién Americana de Derechos Humanos y la Convencién sobre Asilo Diplo-
maético, la cual fue suscrita por México el mismo dia en que se abri6 a
firma.?*

Este regreso, procede mencionar, marcé una constante no tanto en la ac-
tuacién como en la postura internacional de México sobre la materia, la
cual no carece de antecedentes en el plano estrictamente bilateral, Baste
citar, a manera de ejemplo, la Declaracién Conjunta de los entonces presi-
dentes, Kennedy y Lépez Mateos, emitida con motivo de la visita del pri-
mero a México, y que en palabras del segundo, “refleja la vocacién demo-
cratica de los dos pueblos y reitera los principios e ideales que sostienen por
igual, como los de libertad individual y dignidad de la persona...”?2?

MEXICO Y LOS DERECHOS ESTRUCTURALES

La postura y actuacién internacional de México en el reconocimiento de
los derechos estructurales puede calificarse de sobresaliente; no sélo por ha-
ber denotado una consistencia considerable, sino por haberse referido a
practicamente todos estos derechos, los cuales ademis de implicar un nivel
de vida razonable, pueden agruparse bajo los siguientes rubros: nutricién,
salud, empleo, educacién y vivienda.

Por otra parte, cabe destacar que la actuacién de México en esta materia

3 Ibidem.
{1% ;Ver Mario Ojeda, dicances y limites de la politica exterior de México. México:
El Colegio de México, 1976, pp. 100-104.

20 Primer documento internacional que detalla en forma sistematica los derechos
esenciales del hombre. Declaracién adoptada el 10 de diciembre de 1948 en la Reso-
lucién 217 (IIT1) de la Asamblea General de la onvu.

21 Ver Manuel Alcald, op. cit., p. XLVII,

22 Lépez Mateos, Quinto Informe, 1963. srE, op. cit., p. 473.
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ha precedido a la consagracién misma de estos derechos en convenios in-
ternacionales.

Efectivamente, si la actualizacién de los derechos estructurales depende
en forma alguna de la instauracién de un nuevo orden econémico interna-
cional, la relevancia de la citada actuacién de México queda lejos de toda
duda. Esto, si a su vez se reconoce que los esfuerzos por instaurar dicho
orden han matizado de manera especial la politica exterior del pais, sobre
todo en lo que va de la presente década.

Seré necesario, en consecuencia, especular primero con la medida en que
la actual estructura econémica internacional impide la cabal satisfaccién de
tales derechos, lo cual a su vez nos llevard a recurrir a algunas concep-
ciones y postulados de los llamados viejo y nuevo orden.

Segtin se desprende de los planteamientos del gobierno mexicano al res-
pecto, parece que el enfoque adoptado por éste es antitético a aquel postu-
lado toral del enfoque de la dependencia, segin el cual el indice de sub-
desarrollo de un pais no depende exclusivamente de la estructura econémico-
politica internacional, sino también de aquellas estructuras de caracter
interno.*

Entre tales planteamientos destacan los siguientes. En primer término, y
como fiel reflejo del enfoque de la interdependencia entre fenémenos de
politica interior y exterior,?® el gobierno de México ha sostenido que la es-
tructura inequitativa de los intercambios econdmicos y tecnolégicos de caréc-
ter internacional han obstaculizado seriamente cualquier intento por impul-
sar nuestro progreso interno.?® En linea semejante, se ha denunciado que las
decisiones econémicas y monetarias, al ser tomadas en los centros de poder,
asi como el agudo proceso inflacionario generado esencialmente por las eco-

23 Aunque la mayoria de los derechos estructurales ya habian sido enunciados en
la Declaracién Universa] de Derechos Humanos de 1948, no fue sino hasta 1966
cuando se les otorgé caracter contractual en el Pacto Internacional de Derechos
Econémicos, Sociales y Culturales.

2¢ En forma mas concreta, se dice que la dominacién externa sélo es practicable
cuando encuentra respaldo en los sectores nacionales que se benefician de ella. Theo-
tonio Dos Santos, “La crisis de la teoria del desarrollo y las relaciones de depen-
dencia en América Latina”, en Helio Jaguaribe et al., La dependencia politico-
econdmica de América Latina, citado por Rosario Green, “Las relaciones de Estados
Unidos y América Latina en el marco de la dependencia®, Foro Internacional,
Vol. XIII, No. 3. El Colegio de México (cEr), 1973, p. 330.

25 Este enfoque ha ido cobrando auge a partir de su obra original: James N.
Rosenau (ed.), Linkage Politics. New York: The Free Press, 1969. Sin embargo,
también ha provocado criticas considerables por parte de la escuela histdrica o tra-
dicional. Ver, por ejemplo, F. 8. Northedge, The International Political System.
London: Faber & Faber, 1976, pp. 21-24.

26 Luis Echeverria, Sexto Informe, 1976. srE, op. cit., p. 553.
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nomias de los paises altamente industrializados, han lesionado el ritmo de
crecimiento de nuestro aparato productivo y, en consecuencia, afectado
nuestros niveles de vida y de desempleo.?” Por lo tanto,

[tloda la estrategia de desarrollo interno tenia que estar enlazada con el disefio

y la practica de una politica exterior que abriera nuevos horizontes a nuestro
progreso.2s

Bajo tales consideraciones se configuraron dos lineamientos torales de la
politica exterior mexicana durante el Gltimo sexenio: (a) la agilizacién y
diversificacién del sector externo de la economia a fin de impulsar el des-
arrollo econdémico y social del pais; y (b) una participacién por demis ac-
tiva y solidaria con el resto de paises en vias de desarrollo, orientada hacia
el establecimiento de un nuevo orden econdémico internacional.?

Dicho orden ha sido concebido como una nueva organizacién de la vida
econémica entre las naciones, fundada “no en la voluntad de dominio y
explotacién, sino en la decision de establecer e impulsar una cooperacién
equitativa entre los pueblos”.3® En lo que respecta al orden afin vigente, a
éste se le ha definido como un “sistema injusto de explotacién mundial”,
que se sustenta en la “divisién colonial del trabajo, en la rapifia de los
recursos naturales, en la desvalorizacién de las materias primas y del esfuerzo
humano” de los paises periféricos;®* un orden que a su vez sostiene “al
mundo de la abundancia”, dilatando asi “el 4mbito de la marginacién”.?? .

Como un elemento importante de su estrategia -y significativo para
nuestro anilisis— el gobierno mexicano ha denunciado a una parte esencial
de la dindmica con que opera el sistema actual: “lo que exportan los grandes
paises industriales se sigue encareciendo ... al mismo tiempo, sus problemas
econémicos de inflacién y depresion econémica, hacen que se consuman
menos productos nuestros y que el manipuleo de los precios agrave mas la
situacién de los paises del Tercer Mundo”

De los postulados anteriores se desprende que las motivaciones que han
inspirado al gobierno mexicano a justificar la instauracién de un nuevo
orden, por necesidad coinciden con aquellos efectos del sistema actual que
han sido correctamente percibidos como nocivos por el mismo gobierno:
la acumulacién monopdlica del poder y de la riqueza en unas cuantas so-

27 Ibidem.

28 Jbidem.

29 Ver Echeverria, op. cit., pp. 553, 554.

30 Ibid., p. 562.

31 Ibid., p. 561.

32 Luis Echeverria, Discurso en la Sesién Inaugural de la Conferencia de Tlate-
lolco para la Cooperacién Continental (21 de febrero, 1974).

33 Echeverria, Quinto Informe, 1975. sRrE, op. cit., p. 548.
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ciedades, condenando asi a mis de las tres cuartas partes de la poblacién
mundial a una vida de permanente escasez, de hambruna crénica y de
insalubridad endémica; la perpetuaciéon de un sistema de miseria y depen-
dencia que, aunado a la desesperacién —y concientizacién— creciente de los
grupos marginados, pudiese llegar a engendrar una conflagracién mundial.®*

Aunque conviene sefialar que los planteamientos anteriores no carecen de
importante apoyo doctrinal,®® sélo nos interesa destacar una constante subya-
cente en ellos: existe una vinculacién estrecha, si no exclusiva, entre la ac-
tualizacién de los derechos estructurales v el sistema econémico internacional.

En efecto, el gobierno mexicano parece haber acogido expresamente tal
postulado al serialar que el déficit de la balanza de pagos de los paises
periféricos (més de 40 mil millones de délares en 1975), su endeudamiento
externo (mds de 100 mil millones de délares en 1973), y un déficit anual
de 20 millones de toneladas de cereales para la alimentacién de sus pue-
blos, no constituyen la derivacién de una situacién de coyuntura, sino son
consecuencia de la estructura misma de las relaciones econémicas interna-
cionales.’® En forma aiin mis clara, en el seno de UNcTaAD mi, el entonces
presidente de México defini6 a la Carta de Derechos y Deberes Econdmicos
de los Estados®? —que habria de constituirse junto con la Declaracién de
Dakar,?® en instrumento angular para la instauracién de un nuevo orden—
como un documento complementario de la Declaracién Universal de los
Derechos del Hombre.??

Bajo estas premisas —y al margen de su plena validez conceptual—*° el

3¢ Ver Luis Echeverria, Sexto Informe, 1976. srEe, op. cit., pp. 560, 561.

35 Ver, por ejemplo, autores que ponen especial énfasis en las estructuras de asi-
metria y dominacién del actual orden: Radl Prebisch “Sobredesarrollo y Politica Co-
mercial” en Justicia Econémica Internacional. México: Fondo de Cultura Econémi-
ca, 1976, p. 166; Mihnea Gheorghiu, “La Carta de Derechos y Deberes Econémicos
de los Estados: Sus Implicaciones para el Desarme y la Instauracién de una Eco-
nomia de Paz”’ en idem, p. 123; Rosario Green, “Elementos de un Nuevo Orden
Econémico Internacional” en El Gobierno de Luis Echeverria: Balance y Perspec-
tivas. México: Linea No. 23/24, 1976, p. 154.

36 Luis Echeverria, Sexto Informe, 1976. srg, pp. 560, 561.

37 Propuesta por el gobierno mexicano y adoptada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas en diciembre de 1974 por una votacién masiva (120 a favor, 6 en
contra y 10 abstenciones).

38 Asi se conoce a la Declaracién y el Plan de Accién para el Establecimiento de
un Nuevo Orden Econdmico Internacional adoptada, sin votacién en contra, por la
Asamblea General de las Naciones Unidas, en mayo de 1974.

39 Echeverria, Segundo Informe, 1972. srE, op. cit., p. 529. Enfasis del autor.

40 Un énfasis exagerado en la estructura del sistema econdémico internacional para
explicar las causas del subdesarrollo en general, y de las violaciones del derecho al
trabajo, a la salud y a la educacién en particular, equivaldria a subestimar la rele-
vancia de la estructura econémico-politica y social de los subsistemas y, en consecuen-
cia, viciaria a cualquier analisis de parcialidad.
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gobierno mexicano se ha destacado, por una participacién singular en los
esfuerzos de la comunidad internacional por asegurar la reinvidicacién de
los derechos estructurales.

En este nivel general y de repercusiones mediatas, sobra decir entonces
que los esfuerzos del mismo gobierno se han orientado hacia la instauracién
de un nuevo orden econémico internacional. En este contexto se inscribe no
s6lo la Carta de Derechos y Deberes Econémicos de los Estados, sino una
serie de propuestas y medidas que, aunque en grados diferentes, inciden con
relevancia en las posibilidades de establecer dicho nuevo orden, y de actua-
lizar, en Gltima instancia, los derechos humanos estructurales.

La Carta se ha concebido como una posibilidad concreta no sélo para
promover sino para investir con caricter juridico una auténtica cooperacién
internacional; como una posibilidad que ademas de poner a prueba la dis-
posicién de los paises més desarrollados, constituye una alternativa viable
para la asociacién equitativa entre los factores de produccién de los centros
y la periferia.**

Su implementacién efectiva se ha convertido, reconocidamente, en un
objetivo prioritario de la politica exterior mexicana,*? y con tal espiritu se
propuso la creacién de un Sistema para el Desarrollo del Tercer Mundo
que fije y coordine politicas para la defensa de los precios de materias
primas, mejore los términos del intercambio comercial e instaure mecanis-
mos que garanticen condiciones éptimas para la importacién de bienes, ca-
pital y tecnologia.** También como una medida concreta para la instrumen-
tacién de la Carta, se propuso la creacién del Sistema Econémico Latino-
americano: un mecanismo agil y pragmatico que ha de servir como un foro
para la determinacién e implementacién de intereses comunes, la realizacién
de empresas multinacionales,** la coordinacién de politicas y de posturas
frente al exterior y que, en Gltima instancia, ha de reactivar el proceso de
integracién econémica en América Latina.*s

Dentro del mismo contexto se inscribe la activa participacién que México

41 Ver Echeverria, Segundo y Sexto Informes. srE, pp. 529, 562.

42 “Si antes rechazamos que se sometiera a votacién un texto claudicante o me-
diatizado, en estos meses nos hemos opuesto a la posibilidad de que se le conserve
en los anales de las Naciones Unidas como una mera declaracién de principios.”
Echeverria, Sexto Informe, 1976. srE, op. cit., p. 562.

48 Ver Victor M. Barcels, “El sistema econdémico latinoamericano y el sistema
o programa econémico para el Tercer Mundo” en Seis afios de las relaciones in-
ternacionales de México: 1970-1976. México, Secretaria de Relaciones Exteriores,
1976, p. 255; Echeverria, Quinto Informe, 1975. srE, op. cit., p. 548."

4¢ Ejemplo pionero de este tipo de empresa lo representa la Naviera Multinacional
del Caribe constituida en San José, Costa Rica, en el mes de mayo de 1975, a soli-
citud del gobierno mexicano.

45 Barceld, op. cit., p. 257.
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ha tenido en el desarrollo del llamado nuevo derecho del mar, asi como en
los esfuerzos de la comunidad internacional por frenar la espiral arma-
mentista,

En el primer rubro, la tesis que México ha expuesto en la Conferencia
de Caracas en 1974 devela con claridad la incidencia que el citado dere-
cho del mar ofrece para el establecimiento de un nuevo orden econdémico
y, en instancia posterior, para la actualizacién de los derechos estructurales:

... Bl propésito esencial de esta Conferencia es el de establecer un nuevo orden
juridico ... que garantice el aprovechamiento y la explotacién del mar y sus
recursos en beneficio de todas las naciones y no sblo de unas cuantas. El nuevo
ordenamiento deberi contribuir a modificar el sistema prevaleciente en la dis-
tribucién internacional de la riqueza, a superar el subdesarrollo y a disminuir
el abismo que separa a los paises pobres de aquellos que todo lo tienen.46

Al respecto cabe sefialar que México ha desempehado un papel impor-
tante, sobre todo en lo que concierne a dos de los capitulos fundamentales:
la adopcién y delimitacién de la “zona econémica exclusiva” —habiéndose
convertido en un lider de la tesis patrimonialista— y la regulacién de los
fondos marinos y oceanicos.*’

Por lo que respecta a la proliferacién nuclear, la labor de México ha
sido tan encomiable como relevante para la promocién de los derechos hu-
manos, toda vez que se ha fincado sobre un énfasis especial en el grave des-
perdicio de recursos que la carrera armamentista entrafia y en la injusticia
que para todo individuo implica el vivir bajo el espectro de una catéstrofe
nuclear.?® Baste recordar que México ha participado en todas las conferen-
cias internacionales sobre desarme desde la creacién de las Naciones Uni-
das*® y que, asimismo, a través del Tratado de Tlatelolco, se ha erigido
en el lider de la desnuclearizacién de América Latina.?

Por {ltimo, y en la medida en que las actividades de las corporaciones

46 Intervencién de Luis Echeverria ante la Sesién Plenaria de la Conferencia de
Caracas sobre el Derecho del Mar, el 26 de julio de 1974. Citado en Jorge Casta-
fieda, “El nuevo derecho del mar” en Seis afios de las relaciones internacionales
de México: 1970-1976, op. cit., p. 194.

47 Jorge Castafieda, o0p. cit., pp. 192-3, 201. A mayor abundamiento, ver en: la
misma obra, pp. 192-201, y Alberto Székely, Latin America and the Development
of the Law of the Sea. New York: Ocean Publications, 1976.

48 Ver Segundo, Tercero, Cuarto y Sexto Informes de Luis Echeverria en srE,
op. cit., pp. 528, 531, 539 y 560, respectivamente. .

49 Miguel Marin Bosch, “México y el desarme”, en Seis afios de las relaciones in-
ternacionales de México: 1970-1976, op. cit., p. 206.

50 A mayor detalle, ver de Alfonso Garcia Robles, £l Tratado de Tlatelolco. Mé-
xico: El Colegio de México (cEr). 1967, y La desnuclearizacidn de la América La-
tina. México: El Colegio de México (cer), 1966.
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transnacionales inciden en la problematica del subdesarrollo e impiden la
instauracién de un nuevo orden econdmico internacional, procede mencio-
nar que México tampoco ha dejado de participar activamente en los es-
fuerzos de la comunidad internacional por dar eficacia a un cédigo de con-
ducta, obligatorio para tales corporaciones.®*

En un nivel méis concreto, y de vinculacién mas clara con la actualiza-
cién de los derechos estructurales, es preciso sehalar, aun en forma sucinta,
algunas de las labores de mayor relevancia que el gobierno mexicano ha des-
empefiado en la escena internacional.

En el rubro de la alimentacién es, quizd, donde el empefio del mismo go-
bierno ha cobrado mayor auge durante la dltima década —aunque al pa-
recer, con mayor énfasis en los postulados tedricos que en la participacién
efectiva, al igual que en soluciones externas mas que de caricter interno.

De acuerdo con la concepcién oficial del gobierno mexicano —por ningan
motivo equivocada, aunque tampoco global— la injusta divisién internacio-
nal del trabajo impuesta en el pasado a un sinnamero de paises, los obligd
a orientar sus economias hacia la produccién preponderante, si no exclu-
siva, de materias primas: a la sobreexplotacién de la tierra y del hombre,
en tanto las metrépolis alcanzaban indices sobresalientes de industrializacién
y tecnificacién para su produccién agropecuaria. Los problemas alimenticios
de los palses periféricos no derivan, por tanto, de una supuesta ineptitud,
sino del viejo sistema colonial. Tales problemas son consecuencia directa
de la estructura econémica mundial, y su solucién reside en el marco de
una verdadera cooperacién internacional. Nada “seria més condenable que
utilizar el hambre como un nuevo instrumento de dominacién®.??

La participacién més relevante de México se refiere a su propuesta, ante
la sede de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentacién,® de
crear un Banco Mundial de Alimentos y de Investigacién Agricola, asi como
su copatrocinio de la proposicién para establecer el Consejo Mundial de la
Alimentacién v el Fondo Internacional de Desarrollo Agricola durante la
Conferencia Mundial de Alimentacién y Agricultura® —entre cuyas reso-

51 Ver Carlos Rico Ferrat, “México y la regulacién internacional de las activi-
dades de la empresa transnacional” en Seis afios de las relaciones internacionales de
México: 1970-1976, op. cit., pp. 129-133.

52 A decir del gobierno mexicano, el actual déficit de 20 millones de toneladas
de cereales para la alimentacién de los paises en desarrollo aumentard a 100 millones
para el afio 2000, si no se canalizan inversiones suficientes para la produccién agro-
pecuaria de estos paises. Ver Echeverria, Quinto y Sexto Informes en srE, op. cit.,
pp. 545, 546, 560 y 561.

53 De fecha 9 de febrero de 1974.

54 (Celebrada en Roma durante el mes de noviembre de 1974.



JUL-SEP 77 Los pERECHOS HUMANOS 121

luciones destacan la creacién de dicho Fondo y la de una reserva interna-
cional de cereales para casos de emergencia.®

En el capitulo de desempleo, algunas de las tesis sostenidas por el go-
bierno de México tampoco han carecido de vinculacién estrecha con la es-
tructura del sistema econdémico internacional. Ya desde las postrimerias de
la segunda guerra mundial se sefialaba que la mejor garantia contra el ries-
go de sufrir otra conflagracién de tal envergadura, radicaba en el estableci-
miento de un sistema que permitiera a todos los individuos elegir un trabajo
remunerador. De aqui se postulaba la urgencia de suprimir las barreras que
el sistema capitalista de produccién imponia entre los paises exportadores de
materias primas y los de articulos manufacturados. Ya entonces se denun-
ciaba a un sistema “que hace de una vasta porcién del mundo, un cam-
po de explotacién para beneficio de la inventiva y de la expansién de otra
porcién” °®

En época mas reciente se ha definido al desempleo —junto con la des-
nutricién y la explosién demografica— como uno de los problemas mas
lacerantes en la actualidad, por su doble caricter de causa y efecto de la
crisis que ensombrece al mundo de hoy. Asimismo, se le ha relacionado con
el orden econdmico internacional alin vigente al sefialarse que sobre las
normas que rigen a dicho orden, los paises en desarrollo. “se encuentran
en una franca involucién hacia la miseria y la dependencia®.>?

Mientras que en el plano multilateral la actuacién de México se ha des-
empefiado basicamente en el seno de la Organizacién Internacional del Tra-
bajo, a nivel bilateral, dicha actividad ha sido absorbida por uno de los
problemas que, frente a los Estados Unidos y con gravedad creciente, han
aquejado més al pais durante las (iltimas décadas: el problema de los tra-
bajadores indocumentados.®®

En materia de vivienda, destaca la asistencia personal del entonces pre-
sidente de México a la Primera Conferencia de Naciones Unidas sobre
Asentamientos Humanos —celebrada en Vancouver durante los meses de
mayo y junio de 1976— donde sostuvo que los problemas de asentamientos
humanos son efectos de un orden econémico internacional y nacional in-
justo, y que por lo tanto, deberian ser analizados en tal contexto. Las reso-

55 Ver Echeverria, Quinto y Sexto Informes en srE, op. cit., pp. 546, 564 y 565.

56 Avila Camacho, Cuarto Informe, 1944. srE, op. cit., p. 415.

57 Exposicién de Luis Echeverria ante la Organizacién para la Agricultura y Ali-
mentacién {Fa0) en febrero de 1974; citado por Manuel Alcal4, op. cit., p. LXV.
Ver ademés su Sexto Informe, 1976. srE, op cit., p. 561.

58 Elaborar en el tema excederia los limites de este trabajo. Baste sefialar que el
gobierno mexicano ha desempefiado una labor constante —aunque no siempre afor-
tunada— para la solucién de este problema.
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luciones de la Conferencia recogieron dicho planteamiento fundamental ®®
del cual cabe destacar su correcta inclusién del orden nacional para la eva-
luacién cabal del problema.s®

En cuanto a los rubros de educacién y de salud, la postura y actuacién
internacional de México parecen no haber dado lugar a demasiada lite-
ratura.®?

MEXICO Y LOS DEREGHOS CONDICIONADOS

Si bien es cierto que el ntmero de foros internacionales para la promocién

libertad, igualdad, integridad fisica y seguridad juridica— es mucho menor
que su equivalente en materia de derechos estructurales, la relevancia de la
postura y de la actuacién internacional de México con relacién a los pri-
meros, por ningin motivo es equiparable a la que ha sustentado y desem-
peftado en relacién a los segundos.

Lejos de cualquier duda, lo que mas ha caracterizado a México en su
actividad internacional en materia de derechos condicionados ha sido su po-
litica tradicional sobre el derecho de asilo diplomético —una institucién de
gran trascendencia en el continente americano, y de magnitud angular en la
defensa de los derechos humanos.®?

Es significativo destacar que en sus esfuerzos por dar plena vigencia al
derecho de asilo —intimamente relacionado con la libertad de expresién
politica— la actuacién de México ha trascendido con creces al dmbito de
la concepcién teérica, habiendo llegado incluso a erigirse como uno de los
bastiones de su defensa ante el exterior.

Al respecto, baste sefialar que México ha suscrito los tres instrumentos
juridicos que, en el continente americano, han regido con prioridad en la
materia: las Convenciones de La Habana (1928), Montevideo (1933) y

59 Luis Echeverria, Sexto Informe, 1976. srE, op. cit., p. 562.

60 Asimismo cabe sefialar la promulgacién en México de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos (mayo 20, 1976) como antecedente interno de la actuacién in-
ternacional del gobierno mexicano en esta materia.

61 Destacan la celebracién en la ciudad de México de la Segunda Conferencia
General de la UNEsco en 1949, asi como la designacién del mexicano Jaime Torres
Bodet como Director General de la Organizacién; el establecimiento en la misma
ciudad de un Centro de Documentacién Cientifica en 1952, en coperacién con dicha
organizacién; la celebracién en México de la Primera Reunién del Consejo Inter-
americano Cultural, habiéndose instalado aqui el Comité de Accién Cultural en el
mismo afio, etc.

62 Ver Diego Uribe Vargas, Los Derechos Humanos y el sttema Interamericano.
Madrid: Ediciones Cultura Hispénica, 1972, p. 125.
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Caracas (1954). Asimismo destaca la invariable acogida que el gobierno
mexicano ha ofrecido a extranjeros hostilizados en sus pafses por motivos
de caracter politico.

Bajo el rubro de igualdad, la actuacién internacional de México se ha
orientado hacia la reivindicacién de los derechos de la mujer y** de las mi-
norias raciales. En relacién a los primeros, sobresalen la adhesién de México
a la Convencién sobre los Derechos Politicos de la Mujer,®* asi como la cele-
bracién en este pais de la Conferencia Mundial del Afio Internacional de
la Mujer.%®

Por tltimo, debemos sefialar que en materia de seguridad juridica, la la-
bor de México ha cobrado cierta relevancia. Asi lo ilustran tanto su mocién
ante la IIT Asamblea General de las Naciones Unidas a fin de que el re-
curso judicial se consagrara en uno de los derechos esenciales del hombre,
como un ntmero importante de propuestas para que el juicio de amparo
—institucién angular en el Derecho mexicano— sea adoptado como meca-
nismo internacional para la reivindicacién de los derechos del hombre.%¢

INTERROGANTES : MEXICO Y LOS PACTOS

Los apuntes anteriores nos permiten afirmar que tanto la postura como la

actuacién internacional de México en materia de derechos humanos han

sido sobresalientes. En consecuencia, una pregunta inicial reclama conside-
9

racién:

¢ Por qué entonces, México no ha firmado ni el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Politicos, ni el de Derechos Econémicos, Sociales y Culturales,
para no mencionar la Convencién Americana de Derechos Humanos?

A pesar de la importancia que este Gltimo convenio implica para el con-
tinente americano, hemos decidido no considerarlo con mayor énfasis por
dos razones: por su alcance juridico estrictamente continental y porque no

63 Cuyo antecedente interno se encuentra en el Decreto del 27 de diciembre de
1974 que reformé y adicioné los Articulos 40., 50., 30 y 123 de la Constitucién
Politica Mexicana a fin de promover la igualdad juridica de la mujer.

64 A la que México se suscribié en 1953.

65 Junio-julio de 1975.

66 En efecto, principios esenciales del Juicio de Amparo han sido adoptados por
la Declaracién Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948), por la De-
claracién Universal de los Derechos Humanos (1948), y por la Convencién Europea
para la Proteccién de los Derechos Humanos (1950). Felipe Tena Ramirez, “El as-
pecto mundial del amparo”, en Chico Goerne, México ante el pensamiento juridico-
social de occidente. México: Editorial Jus, 1955, p. 129.
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consagra a los derechos estructurales®” Sin embargo, podria afirmarse que
México —en congruencia con el caricter independiente que ha pretendido
imprimir a su politica exterior, sobre todo frente a los Estados Unidos—* ha
carecido de interés en firmar la citada Convencién, por un motivo simple:
la vinculacién que puede discernirse entre los derechos humanos condicio-
nados, la democracia formal y la influencia estadunidense. Tal vinculacién
cobra cierta vigencia si se considera que ha sido en momentos como al tér-
mino de la Revolucién Cubana cuando Estados Unidos ha mostrado un
interés especial en el fortalecimiento del sistema interamericano sobre dere-
chos humanos.®® Consideracién similar es reclamada por la reciente, y atn
presente, cruzada del presidente Carter en pro de tales derechos.

No obstante el grado de persuasién que pudiera atribuirse a las conside-
raciones anteriores, estimamos también relevantes aquellas otras que preten-
deran explicar las causas por las que México no ha suscrito ni el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Politicos, ni el de Derechos Econdmicos,
Sociales y Culturales, los cuales ademéas de encontrarse abiertos a firma hace
més de una década,”® constituyen los instrumentos juridicos de mayor im-
portancia en el sistema internacional de derechos humanos.

En tal virtud, la interrogante en cuestién cobra aGn mayor relevancia si
se considera el respeto y la confianza en el derecho internacional que, ya en
forma tradicional, han caracterizado a la politica exterior mexicana™ —ca-
racteristicas que por incidir en la validez de la respuesta hipotética que ha-
bremos de formular, requieren de cierta elaboracién.

Aunque la tendencia legalista que ha matizado a la politica exterior de
México ya ha dado lugar a anilisis por demas relevantes,”® conviene sefialar
que los antecedentes més claros de dicha tendencia se remontan a la época
de la Reforma®™ y que la misma se ha expresado tanto en concepciones

87 Todo lo que tiene esta Convencién al respecto, es una provisién por demés
vaga y flexible, que sugiere a los Estados Partes tomar las medidas necesarias para
lograr un “desarrollo progresivo”. Ver su Articulo 26.

88 Ver Mario Ojeda, op. cit., pp. 50-54, 101-103.

89 Ver su activa participacién en la Quinta Reunién de Consulta de los Ministros
de Relaciones Exteriores, celebrada en Santiago durante agosto de 1959, y entre
cuyas resoluciones destacan la elaboracién de un proyecto de Convencién sobre de-
rechos humanos, asi como la creacién de una Comisién Interamericana que habria
de velar por su salvaguarda.

70 Ambos Pactos, al igual que el Protocolo Facultativo del primero de ellos —por
el cual se faculta a los individuos como tales a denunciar las violaciones de sus res-
pectivos gobiernos— fueron adoptados en la Resolucién 2200A (XXI) de la Asamblea
General de las Naciones Unidas, €l 16 de diciembre de 1966.

71 Ver Mario Ojeda, op cit., pp. 100-105.

72 Ibidem.

78 Asi lo ilustra la afirmacién con la que Benito Jurez concluyb su histérico in-
forme del 29 de abril de 1863: “...sélo hay gloria para aquellas naciones que, como
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interesantes del derecho internacional, como en actitudes incuestionables
frente a problemas concretos.

Asi, el gobierno mexicano ha sostenido que todas sus actividades en ma-
teria internacional se han inspirado en la intencién de robustecer, entre
otros, los principios bésicos del derecho internacional.™ En forma aun més
categérica, durante la Reunién de Panaméi (julio, 1956) se exaltd

...el fervoroso anhelo —constante en nuestra politica exterior desde los dias
de la Independencia— de... coadyuvar al imperio del Derecho y de la jus-
ticia en las relaciones internacionales.?5

Es oportuno observar que el cardcter imparcial, quizds un tanto mitico,
con que el goblerno mexicano ha venido concibiendo al derecho interna-
cional, no ha sufrido cuestionamientos importantes, sino hasta fechas re-
cientes, en las que ya se denuncian las limitaciones intrinsecas de dicho orde-
namiento juridico, asi como su naturaleza “colonialista”.’® Sin embargo, la
fe inquebrantable que se ha depositado en la idoneidad del mismo para
satisfacer las demandas vitales del mundo marginal, asi como para regular
las relaciones internacionales, nunca ha estado cerca de resquebrajamiento
serio.”” )

Entre las manifestaciones recientes que con mayor significacién ilustran
tal confianza, destaca la disposicién del gobierno mexicano a delegar en el
sistema judicial internacional la solucién de sendos conflictos con los gobier-
nos de Guatemala? y de Estados Unidos (en relacién a la connotada cues-
téon de El Chamizal).”

Con base en esta tradicién legalista de la politica exterior mexicana, una
conclusién axiomatica seria que México no tendria reparo alguno en adhe-

México, defienden el Derecho y la Justicia”. Citado por Manuel Alcali, op. cit.,
p. XXVIIIL

74 Ruiz Cortines, Primer Informe, 1953. srg, op. cit., p. 445.

75 Ruiz Cortines, Cuarto Informe, 1956. srE, op. cit., p. 451.

76 Ver Luis Echeverria, Cuarto Informe, 1974, srE, op. cit., p. 539.

77 Ver Luis Echeverria, Quinto y Sexto Informe, id., pp. 545-561.

78 Este conflicto surgié como consecuencia del ataque que la Fuerza Aérea de Gua-
temala desplegé, el 31 de diciembre de 1958, sobre cinco embarcaciones pesqueras
mexicanas que al parecer navegaban sin autorizacién en aguas territoriales de dicho
pals. México propuso someter el caso a la Corte Internacional de Justicia y, ante la
renuencia del gobierno guatemalteco, decidié romper relaciones diploméiticas con el
mismo. Ver Lépez Mateos, Primero y Segundo Informes, srE, op. cit., pp. 459 y 460.

7® “El problema [del Chamizal], que en su materialidad misma no habria ensom-
brecido las relaciones de buenos vecinos si se hubiera ejecutado oportunamente el
Laudo de 1911, ha entrado a las paginas de la historia, y quedard en ellas como
ejemplo preclaro de lo que puede hacer el Derecho para mantener viva la solidaridad
entre los hombres y los pueblos.” Lépez Mateos, Quinto Informe, 1963, id., p. 483.
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rirse a los Pactos. Mas aiin al considerar que, dada la importancia toral de
los Pactos en la materia, su adhesiéon a éstos fortaleceria dicha tradicién
en forma significativa, asi como el no hacerlo, implicaria un serio menos-
cabo de la misma.

En consecuencia, sélo una razén de magnitud considerable podria expli-
car el hecho de que México no ha firmado los Pactos. Aunque desde luego,
también existe una explicacién sencilla, de caracter esencialmente juridico,
y que bien podria constituir la tesis oficial del gobierno mexicano: la firma
de los Pactos equivaldria a permitir la injerencia de la comunidad inter-
nacional en asuntos internos del pais; implicaria senda violacién a los prin-
cipios de no intervencién y de autodeterminacién.

En realidad, un razonamiento tal no carece de toda fuerza, y menos cuan-
do la injerencia que el mismo implica proceda de otro pais, en vez de la
comunidad internacional —como parece ser el caso en la actual politica
estadunidense sobre derechos humanos,

Sin embargo, en lo que se refiere a la comunidad internacional organi-
zada, parece que el dilema ya ha sido resuelto desde hace tiempo.

Durante el segundo periodo de sesiones (Ginebra, 1947) de la Comisién
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, dos cuestiones fundamen-
tales enfrentd el Grupo III de Trabajo, encargado de las medidas de apli-
cacién.® Las resoluciones fueron: (1) el cumplimiento efectivo de los dere-
chos humanos dentro de cada Estado, es una cuestién internacional y no
interna. Se dijo que no habia necesidad de preparar una cldusula que de-
clarase la naturaleza internacional de la cuestién ya que al existir varias
disposiciones de la Carta oNU que establecen como uno de sus fines la pro-
mocién de los derechos humanos, y dado que ya se proyectaban declara-
ciones y pactos enumerando tales derechos, el asunto habia salido de la
jurisdiccién interna de los Estados y por tanto, su intervencién era legiti-
ma;® v (2) los Estados Miembros tienen la obligacién de ajustar sus nor-
mas de derecho interno a las reglas de la Declaracién Universal y de los
Pactos (cuando fueren partes de éstos), incluso cuando fuese necesario refor-
mar sus constituciones respectivas.5?

En virtud de lo anterior, la explicacién méas persuasiva quizis radique en
cierta incapacidad del gobierno mexicano para cumplir cabalmente con
todas y cada una de las provisiones que los Pactos consagran: una incapa-
cidad que encuentra sus raices tanto en impedimentos constitucionales como

80 Unién Panamericana, Derechos Humanos en los Estados Americanos. Secreta-
riado General de la oea: Washington, 1960, p. 94,

81 Jbidem.

82 Jbidem.
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en otros que derivan de la estructura econdémico-politica y social del pais.
Mencionemos algunos de estos impedimentos.

Por lo que se refiere a los derechos humanos estructurales, el impedimento
constitucional més ostensible parece residir en el caricter laico que, con
base en razones histérico-politicas de fuerza incuestionable, debe revestir al
sistema educativo en México. El Pacto respectivo, en cambio, proclama
la libertad, incluso religiosa, en la educacién.®

Por otra parte, el mismo Pacto establece el derecho de toda persona a la
educacién, la cual debe capacitarlas entre otras cosas, para “participar efec-
tivamente en una sociedad libre”.#* Asimismo se estipula que la ensefianza
primaria debe ser obligatoria y sin costo alguno, mientras que la secundaria
y la superior deben hacerse igualmente accesibles a todos, por cuantos me-
dios sean apropiados, y en particular, por la implantacién progresiva de su
caricter gratuito.®®

A este respecto, s6lo el alto indice de analfabetismo que contindia aque-
jando al pais, parece denunciar la incapacidad de su estructura econdémico-
politica y social para cumplir con las provisiones anteriores (ver cuadro I).

En cuanto a problemas de nutricién y de salud, el Pacto establece los
derechos de toda persona a gozar de un nivel de vida adecuado —inclu-
yendo alimentacién, vestido y vivienda—, a estar protegido contra el ham-
bre, a disfrutar del mas alto nivel posible de salud fisica y mental, y a ser
beneficiario de un seguro social obligatorio.®® Entre las medidas que los
gobiernos signatarios deberan adoptar para tal efecto, destacan el mejora-
miento de los métodos de produccidn, conservacién y distribucién de ali-
mentos, el perfeccionamiento o la reforma de los regimenes agrarios, asi
como la creacién de condiciones que aseguren la asistencia médica para
todas las personas.®7

La etapa de evolucién en que se encuentra la Reforma Agraria en México,
asi como las caracteristicas actuales de su sistema de seguridad social, no
parecen iddneas para la actualizacién cabal de los derechos anteriores (ver

cuadros II, IIT y IV).

Por Wltimo, mas no menos importante, el Pacto consagra el derecho de
toda persona a trabajar: a tener la oportunidad de ganarse la vida median-

83 “Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad
de los padres y... tutores... de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educacién
religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.” Articulo 13 (3)
del Pacto Internacional de Derechos Econémicos, Sociales y Gulturales.

8¢ Articulo 13 (1) del Pacto citado.

85 Articulo 13 (2).

86 Articulo 9, 11 y 12.

87 JId.
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Cuadro III

TASAS DE MORTALIDAD GENERAL EN MEXIco POR caUsas, 1940 v 1970

(Por millar)

1940 1970

Total 22.8 9.9
Diarrea, enteritis 4.8 1.4
Neumonia 35 1.5
Malaria 1.2 0.0
Accidentes y muertes violentas 1.2 0.7
Tuberculosis 0.6 0.2
Deformaciones congénitas 0.6 0.1
Disenteria 0.5 0.1
Enfermedades del corazén 0.5 1.0
Tos ferina 0.4 0.1
Tifoidea y paratifoidea 0.3 0.1
Influenza 0.3 0.2
Cirrosis hepética 0.3 0.2
Nefritis 0.3 0.4
Perinatales 0.2 0.6
Cancer 0.2 0.4

FuenTE: Para 1940, Nathan Whetten, “México Rural”, en Problemas agricolas ¢ in-
dustriales de México, Vol. V, No. 2, 1953, p. 231; y para 1970, México, Secretaria
de Industria y Comercio, Anuario estadistico de los Estados Unidos Mexicanos,
1970-1971, pp. 86-90. Presentado en Cynthia Hewitt de Alcdntara, “Ensayo sobre
la satisfaccién de necesidades bésicas del pueblo mexicano entre 1940 y 1970” en
Cu7a7derno: del Centro de Estudios Sociolégicos de El Colegio de México, No. 21,
1977, p. 56.

te un trabajo libremente escogido.®® La medida quizis més relevante que al
respecto se impone a los gobiernos signatarios, es la preparacién de progra-
mas, normas y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo econémico,
social y cultural constante, asi como la ocupacién plena y productiva de la
poblacién.®®

Una vez mas, la estructura del aparato productivo en México cobra rele-
vancia ante los graves indices de desempleo y de subempleo (ver cuadro V)
que han ensombrecido tanto a la estrategia de desarrollo estabilizador como

S8 Articulo 6 (1).
89 Articulo 6 (2).
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a la de desarrollo compartido.*® Esto, aun cuando uno de los planteamientos
distintivos de este ultimo modelo, era el abandono del crecimiento como el
unico o principal objetivo para el desarrollo econémico del pais y la consi-
deracién, en cambio, del aumento del empleo, del mejoramiento en la distri-
bucién del ingreso y del nivel de vida —junto con la disminucién de la de-
pendencia externa— como objetivos de igual significacién.®

En lo que respecta a los derechos humanos condicionados, cabe destacar
que éstos casi son un fiel reflejo de las garantias individuales consagradas
por la Constitucién Politica mexicana. Si acaso alguna de las contadas di-
vergencias entre ésta y el Pacto respectivo, reside en el ya citado caricter
laico que debe prevalecer en el sistema educativo del pafs.®?

Sin embargo, también cabe sefialar que la realidad politica, econémica y
social del pais no siempre coincide ni con una consideracién, ni con una
aplicacién cabal de dichos preceptos constitucionales. En este sentido, las
divergencias més ostensibles parecen referirse a los siguientes derechos que el
Pacto en cuestién consagra: igualdad juridica, incluso al margen de desigual-
dades reales;®® libertad de expresién® y de asociacién;® seguridad® contra

90 Actualmente un porcentaje que fluctia entre el 35 y 44 por ciento de la pobla-
cién econdémicamente activa se encuentra en condiciones de desempleo y de sub-
empleo —de acuerdo a sus niveles de ingreso y a las condiciones de su ocupacién.
Satl Trejo, La politica laboral dentro de la estrategia econdmica actual. Versién pre-
liminar del libro que sera publicado préximamente por la Editorial Tecnos.

91 Gerardo M. Bueno, “Las estrategias del desarrollo estabilizador y del desarro-
llo compartido en la economia mexicana” (versién preliminar). Presentada en El
Colegio de México (ceep) el 11 de marzo de 1977, p. 1.

92 Ver supra, p. 127 y el Articulo 18 (4) del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Politicos.

93 “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar

y a garantizar a todos los individuos . .. los derechos reconocidos en el presente Pacto
[y que, como lo hemos sefialado, corresponden basicamente a los de nuestra Cons-
titucién] . .. sin distincién alguna de ... opinién politica. .., posicién econémica. ..

o cualquier otra condicién social.” Articulo 2 (1). Ver ademéas el Articulo 26 del
mismo Pacto.

9¢ “Nadie podrd ser molestado a causa de sus opiniones... [E]ste derecho com-
prende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda indo-
le...” Articulo 19 (1), (2) del Pacto.

95 “Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el dere-
cho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos...” Articulo 22 del Pacto.

96 ¢ Nadie podrd ser sometido a detencién o prisién arbitrarias... Toda per-
sona detenida serd informada, en el momento de su detencién, de las razones de la
misma, y notificada, sin demora, de la acusacién formulada contra ella... Toda

persona que haya sido ilegalmente detenida ... tendrd el derecho efectivo a obtener
su reparacién.” Articulo 9 (1), (5) del Pacto.
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arrestos arbitrarios y contra tratos inhumanos;® y, finalmente, derechos
inherentes a cualquier sistema de democracia formal.®®

Asi pues, s6lo una razén tan considerable como la supuesta incapacidad
del gobierno mexicano para dar eficacia a cada uno de los preceptos esta-
blecidos en los Pactos, parece explicar su falta de interés por adherirse a
ellos.

Una explicacién que cobra mayor fuerza si se reconoce que la tradicién
legalista de México se veria més afectada por —habiendo firmado los Pac-
tos— convertirse en objeto eventual de una denuncia ante el incumplimiento
de sus preceptos, que por no haberse adherido a los mismos.

Ante tal supuesto, una segunda interrogante exige atencién similar:

Si la citada incapacidad es reconocida por el gobierno mexicano, ¢a qué obe-
dece su actuacién internacional tan sobresaliente en materia de derechos hu-
manos?

Esta pregunta cobra atn mayor relevancia si se considera que al discu-
tirse en el seno de las Naciones Unidas la propuesta de elaborar un convenio
internacional sobre derechos humanos —propuesta que habria de culminar
en la elaboracién de los Pactos comentados—, México se pronuncié en fa-
vor de que en €l se incluyeran los derechos econémicos, sociales y culturales,
junto con los de caracter civil y politico.®®

Cualquier respuesta a esta interrogante parece guardar relacién estrecha
con la misma tradicién legalista que tanto ha distinguido a la politica ex-
terior mexicana. En principio podria afirmarse simplemente que México
ha desplegado una actividad internacional sobresaliente en materia de dere-
chos humanos —no obstante su imposibilidad para firmar los Pactos— debi-
do a su tradicional tendencia hacia el legalismo. Sin embargo, tal respuesta
quedaria lejos de ser reveladora. Mayor significacién pueden entrafiar las
siguientes cuestiones: ¢A qué se debe tal tendencia?, sen qué elementos
se sustenta? y ¢qué funciones cumple?

Sin pretender dar una respuesta exhaustiva, y al margen de que las raices

97 “Toda persona privada de libertad serid tratada humanamente y con el respeto
debido a la dignidad inherente al ser humano.” Articulo 10 (1). “Nadie serid so-

metido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes...” Articu-
lo 7 del Pacto.
95 “Todos los ciudadanos gozardn... de los siguientes derechos y oportunidades:

(a) participar en la direccién de los asuntos piblicos, directamente o por medio de

representantes libremente elegidos; (b) votar y ser elegidos en elecciones periédicas,

auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice

la libre expresién de la voluntad de los electores; (c) tener acceso, en condiciones

generales de igualdad, a las funciones publicas de su pais.” Articulo 25 del Pacto.
99 Miguel Aleman, Sexto Informe, 1952, srE, op cit., p. 441.
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de dicha tradicién legalista parecen encontrarse incluso en consideracio-
nes de tipo sociocultural e idiosincratico,'® las razones histérico-politicas de
mayor peso ya han sido desglosadas por el propio gobierno mexicano. Se ha
dicho que México

...es resultado de experiencias dolorosas que su pueblo... recuerda sin amar-
gura, pero con la objetividad que una dura leccién imprime a la memoria. No
es posible, desde el punto de vista histérico, dejar de tomar en cuenta la ex-
periencia de este pueblo, en una estimacién imparcial de nuestra politica ex-
terior.101

En época més reciente se ha afirmado que la relacién de México con el
mundo externo se ha caracterizado por constituir un “desafio permanen-

2 102 .
te”,""°y que

... [l]a experiencia reiterada de injerencias extranjeras nos ha hecho intransi-
gentes defensores de los principios de no intervencién y libre autodeterminacién
de los pueblos. Nos induce también a pugnar porque se imprima contenido
real y concreto a la igualdad juridica de los Estados...103

Cabe notar que tales consideraciones parecen explicar las razones hist6-
ricas no sélo del legalismo de la politica exterior mexicana, sino también
de su caricter eminentemente defensivo. ,

Entre otro tipo de razones, destaca el reconocimiento de “que somos un
pais sin poderio bélico ni econémico, pero con la fuerza moral que nos da la
conducta internacional de México, seguida por lustros. ..’ 104

Ante un reconocimiento tal, México se ha esforzado por consolidar su
fuerza moral frente al exterior. Esfuerzos que se han orientadoe hacia la exal-
tacién de un nimero importante de consideraciones, y que han sido puestas
en relieve por sus propios gobernantes: un pais que “jaméas ha provocado
guerras, ni ha representado una amenaza para nadie, ni ha tratado de im-
poner sus ideas politicas”;'® un pais que cuenta “con una brillante tradicién
de politica exterior, con la vocacién de nuestro pueblo para abordar las
causas més nobles y combatir por los ideales m4s justos, y que principal-

100 Ver Octavio Paz, El laberinto de la soledad. México: Fondo de Cultura Eco-
némica (2a. ed., 1959; 4a. reimpresién, 1976), pp. 28-29, 91, 112 y 116.

101 L.6pez Mateos, Tercer Informe, 1961. srE, op. cit., p. 470.

102 T,uis Echeverria, Primer Informe, 1971, id., p. 520.

103 Luis Echeverria, Segundo Informe, 1972, id., p. 523.

104 Con motivo de la visita del Secretario General de la oNU a México, y con base
en dicho reconocimiento, el entonces presidente Diaz Ordaz ofrecié la colaboracién
de México para sumarse a quienes intentaban que el conflicto de Vietnam se resol-
viera. Diaz Ordaz, Segundo Informe, 1966, id., p. 499.

105 T.épez Mateos, Tercer Informe, 1961, id., p. 470.
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mente cuenta “con la razén moral de no haber vulnerado jamis ninguna
prescripcién del derecho internacional”.

En forma ain mas significativa, se ha sehalado que México, al carecer
de posesiones coloniales, al limitar sus armamentos a los indispensables para
garantizar la seguridad interna, y al no haberse alineado en ningn bloque
organizado para los fines de la guerra fria,

¢qué puede perseguir, entonces, sino la conservacién de los principios de De-
recho ... ?107

Asi pues, la principal fuente del poder negociador de México parece fin-
carse en su imagen y fuerza moral frente al exterior, que a su vez se nutren
de su marcada tradicién legalista.'®® Y en este contexto debe inscribirse el
objeto de la activa participacién de México en la promocién internacional
de los derechos humanos, a pesar de no haber suscrito los Pactos: el forta-
lecimiento de su prestigio internacional, sin poner en peligro grave su tra-
dicién legalista ante una eventual denuncia de caricter oficial por el incum-
plimiento de estos Gltimos.

Esto no impide, sin embargo, relacionar también a la brillante participa-
cién en materia de derechos humanos con otros efectos, que si bien no son
necesariamente preconcebidos, si tienen un impacto irremediable: el apaci-
guamiento de expectativas y demandas internas y la alimentacién de un
énfasis exagerado en la coyuntura internacional como fuente toral del sub-
desarrollo, en detrimento de la importancia que las estructuras y los proce-
sos de caracter interno pudiesen reclamar.®®

UNA NOTA FINAL

Rasgos tan significativos como los que distinguen al mundo actual han con-
vertido a cualquier posibilidad de autarquia en poco menos que una simple
ilusién.

A pesar, y debido al grado de saturacién nuclear al que han llegado las
grandes potencias,’® la simple concepcién de una catastrofe mundial —ya

106 T,uis Echeverria, Sexto Informe, 1976, id., p. 561.

107 Lépez Mateos, Tercer Informe, 1961, id., pp. 467-8.

108 En efecto, en tales fuentes —fuerza moral, tradicién legalista— ya se ha fin-
cado expresamente el poder negociador de México para emprender, por ejemplo, el
establecimiento de un nuevo orden internacional. Ver Luis Echeverria, Sexto In-
forme, 1976, id., p. 561.

109 Ver supra n. 40.

110 Sjtuacién que al incluir un elemento considerable de disuasién reciproca —de-
rivado en principio de la capacidad de ambos paises para desplegar un segundo
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se derive incluso de la escalada de un conflicto localizado— ha hecho del
poder militar un instrumento politico de influencia cuestionable.*'* Un efecto
semejante puede atribuirse al poder econdémico si se considera, simplemente,
el creciente grado de interdependencia estatal, la escasez de recursos natu-
rales y el cada vez mas importante cuestionamiento de las premisas que
sostienen al orden econémico internacional a’n vigente. En consecuencia,
el poder moral o diploméitico parece ir cobrando un auge mayor.

Por otra parte, una concepcién cabal de los derechos humanos —de su
significado e implicaciones— debe incidir con relevancia en el contenido
real del citado poder moral. Una concepcién tal, no puede carecer de re-
lacién ni con la importancia conceptual y politica que debe atribuirse a los
derechos humanos estructurales, ni con los graves indices de hambre, sobre-
poblacién, desempleo e ignorancia, ni, por Gltimo, con el creciente cimulo
de violencia que ain permanece en estado latente.

Asi pues, si el poder negociador de México reside esencialmente en su
fuerza moral y prestigio internacional, y si éstos se ven mermados por la
incongruencia que implica el no haberse adherido a los Pactos, la ratifica-
cién de los mismos se presenta como una proposicién axiomdtica.

Tal decisién presupone, sin embargo, la capacidad del gobierno mexicano
para garantizar el cumplimiento de cada una de sus provisiones, lo cual a
su vez exige una atencién profunda en la estructura econémico-politica
y social del pais, asi como en los procesos que de ella emanan.

Por lo que respecta al gobierno en turno, las posibilidades de llegar a fir-
mar los Pactos deben centrarse en sus proyectos de Reforma Politica, Alian-
za para la Produccién, Plan Nacional de Educacién y Plan Nacional Agro-
pecuario. Sus directrices aGn son poco reveladoras.

En cuanto a su actividad internacional en la materia, el dato méas rele-
vante se refiere a la activa participacién que en favor de los derechos hu-
manos consagrados en el sistema interamericano desempefié la delegacién
mexicana durante la VII Asamblea General de la oEa, celebrada reciente-
mente en Saint Georges, Granada.™? Al parecer, por tanto, la postura y la
actuacién del gobierno mexicano frente al reconocimiento internacional de

ataque sobre el otro— ha hecho que una guerra nuclear sea menos deseable, aunque
no imposible.

111 Baste recordar el reciente fracaso de los Estados Unidos en Vietnam.

112 Inaugurada el 14 de junio de 1977. México voté en favor de las dos Resolu-
ciones que al respecto se tomaron: (a) los paises del continente se comprometen a
consolidar la vigencia de los derechos humanos, y a poner fin a las violaciones en
que incurren algunos de los miembros del sistema interamericano; y (b) se insta
a los Estados Unidos a intensificar ]a cooperacién econémica con América Latina a
fin de aliviar las tensiones sociales que existen en el continente. Excélsior, 23 de
junio de 1977, p. 19-A.
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los derechos humanos, continuardn siendo sobresalientes ——aunque qui-

zés podra prescindir de alguno de los efectos subsecuentes que ya hemos
senalado, y cuya nocividad parece incuestionable.'®

113 Ver supra p. 110 y 136.



